
    FOJA: 56 .-    .-

NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 13º Juzgado Civil de Santiago

CAUSA ROL : C-78-2017

CARATULADO : GRUPO CAVALA SPA/I. Municipalidad 

Independencia

Santiago,  treinta  de Agosto de dos mil diecinueve 

Vistos.

Comparece  don  Patricio  Carvajal  Pinto,  gerente  general  y  en 

representaci n deó  Grupo Cavala SpA., ambos con domicilio en Avenida 

Nueva Providencia N  1881, oficina 2110, comuna de Providencia, quien°  

interpone  demanda de  indemnizaci n  de  perjuicios   en  contra  de  la  I.ó  

Municipalidad de Independencia, representada por su alcalde don Gonzalo 

Dur n Baronti, ignora profesi n u oficio, ambos con domicilio en Avenidaá ó  

Independencia N  753, comuna de Independencia, en consideraci n a los° ó  

argumentos  de hecho y fundamentos  de  derecho que se  rese an en losñ  

p rrafos siguientes.á

Se ala  el  actor  que   el  municipio  demandado,  confiri  a  suñ ó  

representada,  una  patente  definitiva  de  "propaganda",  Rol  N  256.657,°  

ratificada mediante el Decreto Alcaldicio Exento N  5.248,  de  23  de°  

noviembre del 2015, que confiere los subsecuentes derechos y cuyo tenor 

se alaba: "AUTORIZASE la instalaci n de propaganda en Bien Nacionalñ ó  

de Uso P blico de (1) letrero tipo LED a GRUPO CAVALA SPA, Rutú  

76.350.658-4 (...)". 

A ade que, no obstante lo anterior, la misma autoridad, mediante elñ  

Decreto Alcaldicio Exento N  494, de 03 de febrero de 2016, decret  lo° ó  

siguiente:  "1-  INVAL DASE,  el  Decreto  Alcaldicio  Exento  N  5248,  deÍ °  

fecha 23 de noviembre de 2015. 2.- RET RESE,Í la  publicidad  instalada  en 

el Bien Nacional de Uso P blico, emplazadaú  en  el  enlace  de  Avenida 

Ferm n  Vivaceta  y  Avenida  Santa  Mar a,  comprendiendo  las  obrasí í  

construidas.  Debiendo  la  empresa  Grupo Cavala  S.p.A.,  a  su  costa  dar 
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cumplimiento a lo ordenado, en el plazo de 10 d as corridos desde que se leí  

notifique el presente decreto. En el caso, que la empresa se alada no diereñ  

cumplimiento,  lo  ejecutar  la  municipalidad,  conservando  el  derecho  aá  

repetir  el  costo  que  aquello  involucra,  en  contra  de  la  empresa 

individualizada".

Expone que bajo este  contexto,  su  representada recurri  medianteó  

Acci n  Constitucional  de  Protecci n,  ante  la  Ilustr sima  Corte  deó ó í  

Apelaciones de Santiago, en los autos ROL N  12.132-2016. La sentencia°  

dictada por este Tribunal superior, el 1  de abril de 2016, acogi  la acci n° ó ó  

y declar  que el actuar de la demandada fue ilegal y arbitrario y conculcó ó 

derechos constitucionales de su representada. En su parte considerativa y 

resolutiva  establece  lo  siguiente:  "OCTAVO:  Que  los  errores  de  la 

administraci n  no  pueden  afectar  a  terceros,  a  menos  que  stos  hayanó é  

puesto la ocasi n de aqu llos, induciendo a error a la autoridad y, en esteó é  

entendido,  no  existiendo  antecedente  alguno  que  d  cuenta  de  que  laé  

recurrente haya obtenido el respectivo permiso de manera il cita, lo cierto esí  

que dicho interviniente, que ha de presumirse actu  de buena fe, no resultaó  

responsable de las irregularidades que en el procedimiento que finaliz  conó  

el  otorgamiento  de  la  autorizaci n  de  instalaci n  de  un  letrero  led  deó ó  

propaganda en un bien nacional de uso p blico, ha podido constatar ahoraú  

la autoridad administrativa, resultando inadmisible que ella intente por la 

v a  de  un  decreto  alcaldicio  la  invalidaci n  de  un  acto  administrativoí ó  

anterior, pues carece jur dicamente de autotutela declarativa".í

Y, continua la sentencia, "(...) Conforme a lo reflexionado, no cabe 

sino concluir que tras otorgar el alcalde a la recurrente el respectivo permiso 

de  instalaci n  de  propaganda en  un bien  nacional  de  uso  p blico,  ellaó ú  

incorpor  v lidamente a su patrimonio tanto el derecho a construir la obraó á  

en los t rminos en que se la autoriz , como el de contar con la debidaé ó  

certeza  jur dica  de  que  tal  situaci n  legal  permanecer a  estable  en  elí ó í  

tiempo".

Expone  que  previo  a  conocer  del  recurso  en  comento,  la  Corte 

concedi  una  Orden  de  No  Innovar,  en  el  sentido  que  los  trabajosó  

realizados  por  la  empresa  respecto  de  la  instalaci n  de  letrero,  deb anó í  
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mantenerse, tal cual estaban, orden que la referida Municipalidad no acat ,ó  

y muy por el contrario, destruy  todo lo construido por esta empresa, conó  

las consiguientes p rdidas de material, costo de mano de obra y de proyectoé  

de ingenier a.í

A ade  que  el  d a  1  de  febrero  de  2016,  el  Departamento  deñ í °  

Inspecci n de la I. Municipalidad por intermedio del Inspector, don Juanó  

Cort s,  practic  el  denuncio  N  00206,  citando  a  su  representada,  alé ó °  

Juzgado  de  Polic a  Local  de  Independencia,  por  la  siguiente  infracci n:í ó  

"Ocupaci n de bien nacional de uso p blico sin permiso de la DOM . Esó ú ”  

as , como enfatiza que al d a de hoy, pese a haber ido insistentemente aí í  

pagar  la  patente  no  se  le  ha  otorgado  ni  se  ha  accedido  al  permiso 

provisorio.

Refiere  que  su  parte  se  reuni  con  el  Director  Jur dico  de  laó í  

demandada  y  otros  funcionarios,  quienes  al  principio  dieron  evasivas, 

posteriormente  le   habr an  informado  que  se  hab a  iniciado  uní í  

procedimiento de invalidaci n de los permisos que le hab an otorgado y queó í  

el  Bien  Nacional  de  Uso P blico  en  que  se  emplazaron  las  estructurasú  

publicitarias  de su representada ya no pod an ser usadas porque se hab aní í  

otorgado a otra empresa.

En cuanto a los perjuicios que reclama, los hace consistir en todos los 

gastos en materiales en que incurri  su representada para la implementaci nó ó  

del letrero Led, esto es, la suma de $ 405.669 por derechos municipales, la 

suma  de  $  24.000.000  por  adquisici n  de  pantalla  Led,  la  suma  de  $ó  

600.000  por  proyecto  el ctrico,  el  monto  de  $  3.900.000  por  montajeé  

el ctrico; y, $ 7.600.000 por montaje de la estructura met lica.é á

Asimismo,  se ala  que  su  representada  hab a  firmado  contratos  deñ í  

arrendamiento  de  publicidad  con  diversas  empresas,  por  un  total  de  $ 

192.000.000.- m s IVA., m s reajuste semestral conforme la variaci n delá á ó  

IPC.

 A continuaci n, como fundamentos de derecho de la responsabilidadó  

del Estado, menciona los art culos 6, 7, 38 Inciso 2  de la Constituci ní ° ó  

Pol tica de la Rep blica, y el art culo 4 de la Ley General de Bases de laí ú í  
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Administraci n del Estado. Refiere que este cuerpo de normas es el que haó  

generado el  denominado Estatuto de la Responsabilidad Extracontractual 

del  Estado.  Normas  que  son  suficientes  para  hacer  efectiva   su 

responsabilidad, y que son complementadas con el art culo 19 N 24 de laí °  

Carta  Fundamental,  consagratoria  del  derecho  de  propiedad,  el  cual 

sanciona que nadie puede ser privado de lo suyo sin una ley que lo autorice 

por las causales que la propia constituci n establece y en todo caso, previoó  

pago de una justa indemnizaci n.ó

Se ala  que  es  bajo  ese  marco  normativo  que  surge  el  principioñ  

informador  de  este  estatuto  seg n  el  cual  todo da o ocasionado  por  elú ñ  

Estado,  debe  ser  indemnizado.  Se  trata  de  la  responsabilidad 

extracontractual  del  Estado,  de  una  responsabilidad  objetiva,  en 

consecuencia, no interesa la presencia del dolo o la culpa en el accionar 

da oso del Estado, propio del estatuto civilista.ñ

Finalmente, expone que para que el da o sea indemnizable, debe serñ  

real  y  efectivo,  como  en  el  caso  sub  lite,  donde  una  de  las  partes,  la 

Municipalidad  de  Independencia,  producto  del  delito  civil  cometido,  ha 

provocado un grave da o material a la v ctima.ñ í

Atendido lo expuesto y lo dispuesto en las normas legales ya citadas, y 

en los art culos 2314 y 2329 del C digo Civil, pide tener por interpuestaí ó  

demanda de indemnizaci n de perjuicios en juicio ordinario en contra de laó  

I.  Municipalidad  de  Independencia,  representada  por  su  alcalde  don 

Gonzalo Dur n Baronti, acogerla a tramitaci n, y en definitiva, condenar aá ó  

la demandada: 1) a pagar por concepto de da o emergente la suma de $ñ  

36.505.669 y por lucro cesante, la suma de $ 192.000.000.- o lo que el 

tribunal estime en derecho; 2) que, se paguen los intereses y reajustes legales 

que correspondan; y, c) que se le condene en costas de la causa.

Con fecha 1 de marzo de 2017, consta notificaci n personal de laó  

demanda, a la I. Municipalidad de Independencia, a trav s de su Alcaldeé  

don Gonzalo Dur n Baronti.á

Que,  mediante  resoluci n  de  05  de  mayo  de  2017,  se  tuvo  poró  

contestada la demanda en rebeld a de la parte demandada.í
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Por presentaci n de 12 de mayo de 2017, ó la demandante evacu  eló  

tr mite de la r plicaá é , oportunidad en que reiter  todos y cada uno de losó  

hechos expuestos en la demanda, para que en definitiva  se declare como 

antijur dico el obrar de la demandada y se le condene a indemnizar losí  

perjuicios ocasionados.

Mediante  presentaci n  de  25  de  mayo  de  2017,  ó la  entidad 

demandada  procedi  a  evacuar  el  tr mite  de  la  d plicaó á ú ,  se alandoñ  

que  del  an lisis  del  libelo  de  demanda  se  aprecia  que  la  controversiaá  

planteada  por  la  contraria  es  del  tipo  jur dica,  porque  lo  que  se  debeí  

determinar es si es procedente el ejercicio de la acci n de indemnizaci n deó ó  

perjuicios,  cuyo sustento f ctico es la sentencia dictada en el  recurso deá  

protecci n  interpuesto  por  la  contraria,  y,  cuyo  fundamento  legal  es  laó  

responsabilidad extracontractual del Estado.

Agrega que la demandante inici  la tramitaci n de una instalaci n deó ó ó  

propaganda en un Bien Nacional de Uso P blico, ubicada en el enlace deú  

Avenida Ferm n Vivaceta y Avenida Santa Mar a, la que fue autorizada porí í  

el Decreto Alcaldicio Exento N  5248 de fecha 23 de Noviembre de 2015,°  

instrumento que autoriz  la  instalaci n de dicha propaganda,  un letreroó ó  

LED y, adem s, se indic  el monto del derecho municipal que deb a pagar,á ó í  

ascendente a un monto de $1.168.650. 

 A ade que su representada realiza de manera interna, una revisi nñ ó  

respecto de las instalaciones de propaganda que se est n ejecutando en laé  

comuna,  y que al concurrir al lugar donde se ubicar a la paleta publicitaria,í  

se corrobor  in situ, el incumplimiento de ciertas obligaciones establecidasó  

en el Art. 5.1.21 puntos 2 - 3 - 5 de la Ordenanza General de Urbanismo y 

Construcci n,  que  obedecen  a  la  omisi n  de  existir  en  la  obra,  laó ó  

documentaci n que la autoriza y la identifica y, no adoptar las medidas deó  

seguridad correspondientes, por lo que, el Director de Obras Municipales, 

por  la  resoluci n  N  12  de  fecha  29  de  enero  de  2016,  orden  laó ° ó  

paralizaci n de  la  obra,  lo  que motiv  la  revisi n  del  expediente  de laó ó ó  

demandante,  pudiendo  detectarse  la  omisi n  de  antecedentes,ó  

principalmente t cnicos, esenciales para autorizar una paleta publicitaria. é
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Expone  que  bajo  ese  escenario,  e  independiente  de  las 

responsabilidades  involucradas,  lo  que  es  materia  de  una  investigaci nó  

administrativa,  se  deb a  determinar  con  la  premura  necesaria  si  laí  

instalaci n  de  marras  cumpli  con  los  requisitos  que  le  son  exigidos,ó ó  

premura que se justifica a fin de evitar poner en riesgo a los vecinos de la 

comuna  por  la  instalaci n  de  una  propaganda  que  no  cumple  con  laó  

normativa legal. Para ello, el Administrador Municipal de la poca, solicité ó 

por la providencia N  169 de fecha 01 de febrero de 2016, informar a la°  

Direcci n  de  Asesor a  Jur dica,  respecto  si  se  cumplieron  los  requisitosó í í  

legales  para  haber  autorizado  la  paleta  publicitaria.  Dicha  Direcci n,ó  

requiri  a la Direcci n de Obras Municipal, en la parte de su competencia,ó ó  

que informara si se cumplieron los requisitos exigidos para instalar este tipo 

de propaganda. La Direcci n se alada, por el  memor ndum N  142 deó ñ á °  

fecha 01 de Febrero de 2016, inform  que el expediente que tramit  eló ó  

demandante no cumpli  con: Las letras a), b) y, c) del art culo 2.7.10 de laó í  

Ordenanza General de Urbanismo y Construcci n, es decir, se omiti  laó ó  

declaraci n  de  cumplimiento  de  las  normas  urban sticas;  se  omiti  laó í ó  

memoria  de  c lculo  firmada  por  profesional  competente;  y,  se  omitiá ó 

solicitar el pronunciamiento del Departamento de Tr nsito, que determinaraá  

que si la instalaci n de publicidad dificultaba la percepci n de se alizacionesó ó ñ  

de tr nsito.á

Asimismo, explica que se complementa el informe, con la aplicaci nó  

de la PDU 171 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de fecha 08 de 

Mayo de 2006, que establece de forma precisa la aplicaci n del Art. 2.7.10ó  

ya  citado,  por  las  siguientes  omisiones:  Planos  de  planta  y  elevaciones, 

graficando  el  cumplimiento  de  las  normas  urban sticas  derivadas  delí  

instrumento de planificaci n, firmados por el propietario y los profesionalesó  

competentes que participan en el  proyecto y su construcci n;   Plano deó  

estructura de los soportes, filmado por un profesional competente, Informe 

de  profesional  competente  que  se ale  el  cumplimiento  de  las  normasñ  

relativas a seguridad, resistencia y estabilidad; Certificado suscrito por un 

instalador  autorizado  por  la  Superintendencia  de  Servicios  El ctricos  yé  

Combustibles, cuando se trate de avisos o letreros luminosos que requieran 

instalaci n el ctrica; y, Presupuesto de obras.ó é
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 De  igual  modo,  se  inform  que  el  documento  denominadoó  

Especificaciones T cnicas  que acompa  la demandante, fue redactado en“ é ” ñó  

idioma ingl s, no entreg ndose la traducci n respectiva.é á ó

A ade que la Direcci n de Asesor a Jur dica, por el memor ndum Nñ ó í í á ° 

202 de fecha 02 de febrero de 2016, evacu  el informe requerido por eló  

Administrador y, concluy  que considerando el informe t cnico vertido poró é  

la Direcci n de Obras Municipales, el procedimiento administrativo que seó  

realiz  y finaliz  con el Decreto Alcaldicio Exento N  5248 de fecha 23 deó ó °  

Noviembre  de  2015,  que  autoriz  la  instalaci n  de  la  propaganda  enó ó  

cuesti n, no se ajust  a derecho porque se omitieron una serie de gestionesó ó  

necesarias  para  determinar  la  factibilidad  de  instalarla,  sugiri ndoseé  

invalidar el  Decreto individualizado. Es as ,  que con el  m rito de dichoí é  

informe, el Administrador Municipal por la providencia N  182 de fecha 02°  

de  febrero  de  2016,  lo  remiti  al  Sr.  Alcalde  para  su  conocimiento  yó  

resolviera, fue as  que, por la providencia N  282 de fecha 02 de febrero deí °  

2016,  el  Sr.  Alcalde  resolvi  que  se  decretara  la  invalidaci n  por  laó ó  

Secretar a Municipal y, adem s, orden  el retiro de la propaganda.í á ó

Expone que, por el Decreto Alcaldicio Exento N  494 de fecha 03 de°  

febrero de 2016, se invalid  por las razones latamente expuestas, el Decretoó  

Alcaldicio  Exento  N  5248  de  fecha  23  de  Noviembre  de  2015,  que°  

autoriz  la instalaci n de la propaganda, y, adem s, orden  al retiro de laó ó á ó  

publicidad instalada, debiendo el demandante dar cumplimiento en el plazo 

de 10 d as corridos, a partir de su notificaci n.í ó

 En cuanto al recurso de protecci n interpuesto por la demandante,ó  

se ala  que,  si  bien,  ste  fue  acogido por  la  Corte,   su  parte  interpusoñ é  

recurso de apelaci n para ante la Excelent sima Corte Suprema, m ximoó í á  

tribunal  que  fue  de  la  decisi n  de  confirmar  la  sentencia  pero  conó  

declaraci n,  es  decir,  "que  se  deja  sin  efecto  el  Decreto  Alcaldicio  Nó ° 

494/2016 de 03 de febrero de 2016 y, que se retrotrae el procedimiento 

administrativo para el s lo efecto que la Municipalidad de Independencia deó  

estricto cumplimiento a lo dispuesto en el art culo 53 de la Ley N  19.880.í ° ”
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Refiere que su parte dio cumplimiento a lo resuelto por el m ximoá  

tribunal, mediante la dictaci n del Decreto Alcaldicio Exento N  3630/2016ó °  

de  fecha  16  de  agosto  del  a o  2016,  dejando  sin  efecto  del  Decretoñ  

Alcaldicio Exento N  494 de fecha 03 de febrero de 2016 y, se cit  al° ó  

demandante a la audiencia contemplada en el Art. 53 de la Ley N  19.880°  

para el quinto d a h bil administrativo a las 10:00 horas, desde notificado elí á  

Decreto,  notificaci n  que  ocurri  el  d a  14 de  septiembre  de  2016.  Loó ó í  

anterior  fue  informado   a  la  Corte  a  trav s  del  Oficio  Ordinario  Né ° 

22/2016 de fecha 21 de septiembre de 2016 y, por resoluci n judicial deó  

fecha  23  de  septiembre  del  mismo  a o,  el  M ximo  Tribunal  dio  porñ á  

cumplido lo ordenado y archiv  los antecedentes.ó

A ade,  adem s,  que  la  orden  de  no  innovar  que  obtuvo  lañ á  

demandante, fue solicitada para suspender los efectos del Decreto Alcaldicio 

Exento N  494/2016 y, no para que se mantuviesen los trabajos realizados°  

hasta ese momento respecto de la instalaci n del letrero.ó

Expone, adem s, que el recurso de protecci n no es un medio id neoá ó ó  

para discutir y determinar la ilegalidad del acto administrativo, y que en el 

caso de marras, existe un medio espec fico de impugnaci n contemplado ení ó  

el art culo 151 de la Ley Org nica de Municipalidades, que permite discutirí á  

acerca de la ilegalidad municipal, que el demandante decidi  no utilizar,ó  

por lo que dicha omisi n har a que este  ltimo carezca de legitimaci nó í ú ó  

activa  para  ser  titular  de  la  acci n  de  indemnizaci n  de  perjuicios  deó ó  

marras.

 Con fecha 20 de junio de 2017, se llev  a efecto la audiencia deó  

conciliaci n  decretada  en  autos,  con  la  asistencia  de  los  apoderados  deó  

ambas partes. Llamadas las partes a conciliaci n sta no se produjo.ó é

Por resoluci n de 7 de julio de 2017, se recibi  la causa a prueba,ó ó  

fij ndose como hechos sobre los que deber  recaer los siguientes: 1) Razonesá á  

por las que se paraliz  la obra de instalaci n de propaganda. Hechos yó ó  

circunstancias.  Resoluciones  emitidas  al  respecto;  2)  Si  la  instalaci n fueó  

retirada. Hechos y circunstancias; 3)  Fundamentos de la invalidaci n deló  

decreto Alcaldicio que autoriz  la instalaci n de propaganda. Efectividad deó ó  
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los  hechos en que se sustenta;  4)  Existencia de da os. En la afirmativa,ñ  

causas,  naturaleza,  forma en que se produjeron y monto;  y,  5)  Haberse 

deducido por la  actora,  por  esos  mismos  hechos,  acci n de reclamo deó  

ilegalidad ante la municipalidad. Antecedentes.

 Con fecha 08 de febrero de 2018, encontr ndose la causa en estado,á  

se cit  a las partes a o r sentencia.ó í

Considerando:

I. En cuanto a las tachas.

Primero:  Que, la demandada opuso tachas en contra de los testigos 

de la parte demandante, don V ctor Ulises Araya Valenzuela, don Claudioí  

Armando Castro Droguett, don Rodolfo Vicente Poblete Gonz lez, todasá  

amparadas en la causal establecida en el art culo 358 N  6 del C digo deí ° ó  

Procedimiento Civil, la que sustenta en que los testigos habr an reconocidoí  

mantener una relaci n comercial con el demandante, por lo que carecer anó í  

de la imparcialidad necesaria por tener un inter s a lo menos indirecto en elé  

resultado del juicio.

Segundo: Que,  la  demandante  al  evacuar  el  traslado  conferido 

solicit  su  total  rechazo,  se alando  que  la  jurisprudencia  asentada  yó ñ  

reiterada  sobre  dicha  norma  hace  referencia  a  un  inter s  de  car cteré á  

patrimonial y econ mico, lo cual no se verifica, toda vez que no existe unaó  

relaci n contractual ni directa ni indirecta debido a que el v nculo jur dicoó í í  

no se ejecut .ó

Tercero: Que, se debe mencionar, que para que prospere la tacha 

opuesta es menester, que el inter s del testigo en el resultado del juicio seaé  

de car cter pecuniario, esto es, que implique la obtenci n de un beneficioá ó  

econ mico que dependa directa o indirectamente del resultado de juicio,ó  

cuesti n que no se aprecia de las respuestas efectuadas a las preguntas deó  

tacha dirigidas a los testigos, motivo por el que solo cabe su rechazo.

Cuarto: Que, la demandante opuso tachas en contra de los testigos 

de  la  parte  demandada,  don  Juan  Alejandro  Cofr  Pinto  y  don  Carlosé  

Roberto Ram rez Gonz lez, por las causales de los numerales 5 y 6 delí á  
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art culo 358, toda vez que de las propias respuestas del testigo se constataní  

que ste presta servicios habituales y remunerados para la parte por quiené  

pretende deponer, circunstancia que le resta toda imparcialidad.

Quinto: Que, la demandada al evacuar el traslado conferido solicitó 

el rechazo de estas tachas, se alando que los declarantes son funcionariosñ  

p blicos y los actos sobre los que prestar n testimonio los realizaron en esaú á  

calidad  y  concurriendo  a  declarar  en  cumplimiento  de  sus  obligaciones 

funcionarias, y no por exigencia en los t rminos que se ala la ley.é ñ

Sexto: Que,  sobre  la  tacha  en  comento,  valga  se alar  que  losñ  

funcionarios p blicos gozan de una estabilidad distinta en el empleo a losú  

trabajadores privados, que les asegura una independencia y seguridad en la 

continuidad de su carrera funcionaria,  no existiendo una relaci n ntimaó í  

entre su declaraci n y la relaci n laboral que lo vincula a quien lo presenta,ó ó  

raz n por la cual el motivo subyacente que se infiere del numeral 5 deló  

art culo 358 del C digo de Procedimiento Civil, cual es la aprensi n delí ó ó  

testigo trabajador dependiente de quien exige su declaraci n a perder eló  

empleo, desagradar a su empleador o ver comprometido su futuro laboral, 

no concurre en la especie, por la particular relaci n que une al testigo conó  

la entidad p blica. De igual modo, y derivado de lo antes dicho, tampoco seú  

asoma la imparcialidad que se les reclama,  raz n por la cual no cabe sinoó  

desestimar la tacha promovida, como se dir .á

II.- En cuanto al fondo.

S ptimo:é  Que  comparece  en  estos  autos  don  Patricio  Carvajal 

Pinto, en representaci n de ó Grupo CAVALA SpA., ya individualizados, e 

interpone  demanda  de  indemnizaci n  de  perjuicios  en  contra  de  laó  I. 

Municipalidad  de  Independencia,  representada  por  su  alcalde  don 

Gonzalo Dur n Baronti, solicitando acogerla a tramitaci n, y en definitiva,á ó  

condenar a la demandada: 1) a pagar por concepto de da o emergente lañ  

suma de $ 36.505.669.- y, por lucro cesante, la suma de $ 192.000.000.- o 

lo  que  el  tribunal  estime en derecho;  2)  que,  se  paguen los  intereses  y 

reajustes legales que correspondan; y, c) que se le condene en costas de la 
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causa,  fund ndose para ello en los  antecedentes  de hecho y derecho yaá  

rese ados en lo expositivo de esta sentencia.ñ

Octavo: Que, la demandada contestando la demanda intentada en su 

contra, solicit  su total rechazo, atendidas las alegaciones y defensas queó  

introdujo al debate en la etapa de discusi n, las que ya fueron consignadasó  

en la parte expositiva de este fallo.

Noveno: Que, el demandante con la finalidad de acreditar el sustrato 

f ctico  de  su  acci n,  alleg  al  proceso  á ó ó prueba  instrumental la  que 

corresponde a los siguientes documentos:  1) Copia de Decreto Alcaldicio 

Exento  N  5.428,  de  23  de  noviembre  de  2015;  ° 2) Copia  de  Decreto 

Alcaldicio Exento N  494, de fecha 03 de febrero de 2016;  ° 3) Copia de 

sentencia del Recurso de Protecci n, Causa Rol 12.132-2016, dictada por laó  

I. Corte de Apelaciones de Santiago, con fecha 1 de abril de 2016; 4) Copia 

de sentencia dictada con fecha 16 de agosto de 2016, por la Excma. Corte 

Suprema, Rol  Ingreso N  22.230-2016;  ° 5) Copia simple de contrato de 

arrendamiento  de  publicidad  suscritos  con  las  empresas  Consultor a  yí  

Servicios  Inform ticos  Notebook  Ltda.;  Metmin  Ltda.;  Sodiper  Ltda.;á  

Manufacturas  de  Caucho  Impreval  Ltda.;  Kaika  SpA;  Claudio  Castro 

Droguet;  Sociedad  de  Inversiones  Ulises  y  Alba  Ltda.;  Restaurant  de 

Turismo Chilenazo Santiago Limitada; y, CP Construcciones Limitada.

Asimismo, rindi  ó Prueba Testimonial, con las declaraciones de don 

V ctor Ulises Araya Valenzuela,  don Claudio Armando Castro Droguett,í  

don Rodolfo Vicente Poblete Gonz lez, todos testigos h biles, debidamenteá á  

juramentados y legalmente interrogados.

1)  El  testigo  Araya  Valenzuela,  expuso  que  conoce  los  hechos 

porque celebr  un contrato de publicidad con la demandante, y bajo eseó  

contexto se al  que a fines de 2017, don Patricio Carvajal le comunic  queñ ó ó  

exist an unos inconvenientes  con la Municipalidad, y que el  contrato deí  

arrendamiento que hab an suscrito no se podr a concretar. Agreg  que lí í ó é  

fue hasta el lugar en que se emplazaba la estructura publicitaria en Vivaceta 

con Costanera Norte y pudo comprobar que sta no estaba. Agreg  que laé ó  

demandante sufri  da os, toda vez que al no contar con las pantallas noó ñ  
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pudo concretar el contrato que menciona, el que ascend a a la suma de $í  

24.000.000 por un a o de servicios publicitarios. Repreguntado, precis  queñ ó  

el contrato que menciona es aquel celebrado con fecha 04 de enero de 2017 

entre la demandante y la Sociedad de Inversiones Ulises y Alba Limitada.

2) El testigo Castro Droguett, se al  que suscribi  un contrato deñ ó ó  

publicidad con la sociedad demandante en diciembre de 2015 con duraci nó  

de un a o, por la suma de $ 2.000.000 mensuales, y que luego don Patricioñ  

les avis  que le hab an quitados los permisos pata instalar la pantalla, y queó í  

pudo comprobar en enero de 2016 que hab an retirado el letrero.í

3)  El  testigo  Poblete  Gonz lezá ,  al  igual  que  los  otros  testigos, 

sostuvo que suscribi  un contrato de publicidad con la demandante. Conó  

vigencia de un a o y por un monto mensual de $ 2.000.000. Asimismoñ  

se al  que   el  armaz n  para  instalar  la  pantalla  publicitaria  de  lañ ó ó  

demandante en calle Vivaceta, hab a sido retirada, y, que don Patricio leí  

comunic  que le hab an quitado los permisos y que hab a tenido problemasó í í  

con la  municipalidad.  Sostuvo,  adem s  que la  demandante  sufri  da osá ó ñ  

porque ya exist a el contrato a que alude, el que finalmente no se pudoí  

concretar.

 De igual modo, solicit  se citara al representante legal del Municipioó  

demandado, don Gonzalo Duran Baronti, diligencia probatoria que se llevó 

a efecto en audiencia de 21 de diciembre de 2017, oportunidad en que steé  

se al  ser efectivo que con fecha 23 de noviembre de 2015, el Municipioñ ó  

confiri  a Empresa grupo Cavala SpA patente definitiva de propaganda,ó  

ratificada por decreto Alcaldicio Exento N  5245. Asimismo, que mediante°  

Decreto  Alcaldicio  Exento  N  494  de  fecha  3  de  febrero  de  2016,  el°  

Municipio  invalid  el  Decreto  5245 y orden  el  retiro  de la  publicidadó ó  

instalada en el enlace Avenida Ferm n Vivaceta y Avenida Santa Mar a;í í  

Adem s,  que  previo  a  la  dictaci n  del  Decreto  Alcaldicio  N  494,  suá ó °  

representada  no  inform  a  la  demandante  de  irregularidades  en  laó  

instalaci n, y que esta ltima interpuso Recurso de Protecci n y que en eseó ú ó  

marco se dict  orden de no innovar, la que les fue notificada. En cuanto aó  

las dem s preguntas el pliego, se al  no ser efectivo o no recordar lo que seá ñ ó  

le consulta.
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D cimo:é  Que,  la  parte  demandada incorpor  a los  autos  ó Prueba 

Instrumental, la que corresponde a: 1) Copia de Decreto Alcaldicio Exento 

N  5248, de fecha 23 de noviembre de 2015; ° 2) Copia Resoluci n N  12 deó °  

fecha 29 de enero de 2016; 3) Copia de providencia N  169, de fecha 01 de°  

febrero  de  2016,  del  Administrador  Municipal  de  la  Municipalidad  de 

Independencia; 4) Copia de memor ndum N  142, de fecha 01 de febreroá °  

de 2016, del Director de Obras Municipales;  5) Copia memor ndum Ná ° 

202, de fecha 02 de febrero de 2016, de la Directora de Asesor a Jur dica;í í  

6) Copia  de providencia  N  182,  de  fecha 02 de  febrero  de 2016,  del°  

Administrador Municipal; 7) Copia de providencia N  282, de fecha 02 de°  

febrero de 2016, del Alcalde Municipalidad de Independencia; 8) Copia de 

Decreto Alcaldicio Exento N  494,  de fecha 03 de febrero de 2016;  ° 9) 

Copia de DDU 171 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de fecha 08 

de  mayo  de  2006;  10) Copia  de  sentencia  dictada  por  la  I.  Corte  de 

Apelaciones, en recurso de protecci n Rol 12.132-2016, de fecha 01 de abriló  

de 2016; 11) Copia de recurso de apelaci n presentado por el Municipio enó  

contra de la sentencia singularizada en el numeral precedente; 12) Copia de 

sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema, en el marco del recurso de 

apelaci n opuesto en contra de la sentencia de protecci n antes anotada;ó ó  

13) Copia del Decreto Alcaldicio Exento N  3630, de fecha 16 de agosto de°  

2016;  14) Copia de Decreto Alcaldicio Exento N  3631, de fecha 16 de°  

agosto de 2016;  15) Copia de acta de audiencia, art culo 53 Ley 18.880;í  

16) Copia de declaraci n de don Andr s Labra Aguirre, representante legaló é  

de la sociedad demandante; 17) Copia de correo electr nico enviado por laó  

Unidad de Protecciones de la I. Corte de Apelaciones de Santiago, de fecha 

20 de septiembre de 2016; 18) Copia de Oficio Ordinario N  22, de fecha°  

21 de septiembre de 2016; y, 19) Copia de resoluci n judicial dictada por laó  

I. Corte de Apelaciones de Santiago, en el marco del recurso de protecci nó  

ya citado, de fecha 23 de septiembre de 2016.

Asimismo, rindi  ó prueba  testimonial con las declaraciones de don 

Juan  Alejandro  Cofr  Pinto  y  don  Carlos  Roberto  Ram rez  Gonz lez,é í á  

ambos  testigos  h biles,  debidamente  juramentados  y  legalmenteá  

interrogados.
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1) El testigo Cofr  Pintoé , presentado el punto de prueba, se al  queñ ó  

las razones por las que se paraliz  la obra est n relacionadas con visita deó á  

inspecci n  al  lugar,  constatando  algunas  situaciones  que  contravienen  laó  

Ordenanza  General  de  Urbanismo  y  Construcciones.  Agreg  queó  

b sicamente, al momento de la visita no exist a un profesional responsable aá í  

cargo de la obra, existiendo solamente un maestro u obrero. Dentro de las 

obras mismas, se vieron situaciones que podr an generar un peligro para losí  

peatones  que  circulaban por  el  lugar.  Expuso que lo  anterior  le  consta 

porque lo constat  en terreno por ser el encargado del Depto. de Inspecci nó ó  

de la Direcci n de Obras.ó

2) El testigo Ram rez Gonz lezí á , quien se identific  como el Jefe deló  

Depto. de Edificaci n de la Direcci n de Obras del Municipio, y presentadoó ó  

al punto tres de prueba, expuso que los fundamentos de la invalidaci n deló  

Decreto Alcaldicio est n descritos en el Memor ndum  142, que se enviá á ó 

desde la Direcci n de Obras al Depto. solicitante, en donde se declaran losó  

argumentos de la autorizaci n de la paleta publicitaria y de los antecedentesó  

faltantes para dicha autorizaci n.ó

Und cimo:é  Que, previo al an lisis de fondo de la acci n, correspondeá ó  

pronunciarse sobre la excepci n de falta de legitimaci n activa planteadaó ó  

por  el  Municipio  demandado,  la  que  funda  en  que  la  demandante  no 

habr a  dado cumplimiento  a  lo  dispuesto  en  el  art culo  151 de  la  Leyí í  

Org nica de Municipalidades al no ejercer en forma previa el reclamo deá  

ilegalidad del acto administrativo, se alando para su rechazo que la acci nñ ó  

de marras se relaciona con la indemnizaci n de perjuicios que persigue laó  

actora y que se somete a las reglas de la responsabilidad del Estado, que no 

exige dentro de sus supuestos de interposici n el que se haya reclamadoó  

administrativamente la ilegalidad del acto.

Duod cimo:é  Que,  asentado  lo  anterior,  es  menester  se alar  queñ  

atendido que en la presente litis se reclama la responsabilidad de un rganoÓ  

del  Estado,  se  debe  establecer  el  r gimen  jur dico  que  es  aplicable.  Alé í  

respecto, lo primero que se debe se alar es que la responsabilidad de losñ  

rganos de la Administraci n no es objetiva, entendida sta en el sentidoó ó é  

doctrinario  de  la  misma,  es  decir,  aquella  en  la  que  s lo  se  requiereó  
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acreditar la existencia del da o y la relaci n de causalidad, prescindi ndoseñ ó é  

del actuar del rgano. En efecto, como reiteradamente lo ha sostenido laó  

jurisprudencia de nuestro m ximo tribunal,  la responsabilidad del Estadoá  

tiene su fuente en la falta de servicio, factor de imputaci n introducido enó  

nuestra legislaci n a trav s de la dictaci n de la Ley N  18.575, Ley deó é ó º  

Bases de la Administraci n del Estado promulgada el 5 de diciembre deó  

1986,  que  incorpor  al  Derecho  P blico  Chileno  el  sistema  deó ú  

responsabilidad  extracontractual  del  Estado  elaborado  por  el  derecho 

administrativo franc s. Este cuerpo normativo, en el art culo 44 -hoy 42-é í  

prescribi  que: Los rganos de la Administraci n ser n responsables deló “ ó ó á  

da o  que  causen  por  falta  de  servicio.  No  obstante,  el  Estado  tendrñ á 

derecho a repetir en contra del funcionario que hubiere incurrido en falta 

personal .   As ,  se  ha  definido  la  falta  de  servicio  como  un  factor  de” í  

imputaci n que supone la ocurrencia de un servicio tard o o defectuoso, queó í  

genere la consecuente responsabilidad indemnizatoria. 

D cimo  tercero:é  Que,  la  falta  de servicio tiene  lugar  cuando los 

rganos administrativos del Estado no act an, debiendo hacerlo; cuando laó ú  

actuaci n  desarrollada  es  tard a;  o  cuando  su  funcionamiento  ha  sidoó í  

defectuoso, provoc ndose, de ese modo  un detrimento o perjuicio a losá  

particulares. Esa responsabilidad se traduce en la obligaci n que adquiere eló  

Estado de reparar o de aliviar el da o causado. Empero, para tales efectosñ  

debe acreditarse tanto la  falta  en la  actividad del  rgano administrativoó  

como el hecho de que esa deficiencia sea la causa del da o inferido. Esñ  

oportuno precisar que la responsabilidad del Estado es independiente de la 

culpa o dolo del agente que la genera. Con todo, ello no significa que deje 

de  ser  necesario  imputar  y  demostrar  la  falencia  en  la  prestaci n,ó  

componente que se ha venido en denominar como la culpa del servicio. 

Ahora bien, decidir  sobre la concurrencia de la  falta de servicio supone 

comparar  la  actividad  del  rgano  con  la  conducta  esperable  o  debida,ó  

conforme a est ndares razonables de cumplimiento de la funci n p blica; yá ó ú  

supone tambi n medir ese comportamiento con reglas que tomen en cuentaé  

los  medios  o  recursos  de  los  que  se  dispone,  en  un  tiempo  y  lugar 

determinado. No es un juicio en abstracto. Es un deber de actuaci n enó  
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concreto que, por lo mismo, ha de atender a las particularidades de cada 

rgano de la Administraci n.ó ó

D cimo cuarto:  é Dicho eso, valga se alar que con el m rito de lañ é  

prueba allegada al proceso, valorada en conformidad con lo dispuesto en el 

art culo 342 del C digo de Procedimiento Civil en relaci n al art culo 1700í ó ó í  

del C digo Civil y art culos 384 y 425 del primer c digo referido, se tienenó í ó  

por acreditados los siguientes hechos:

1) Que, mediante decreto Alcaldicio Exento N  5248, de fecha 23 de°  

noviembre de 2015, la Municipalidad de Independencia autoriz  derechosó  

de propaganda en bien nacional de uso p blico a Grupo Cavala SpA, enú  

enlace  Autopista  central  y  Avenida  Santa  Mar a  para  la  instalaci n  deí ó  

pantalla Led en la v a p blica.í ú

2) Que, mediante Decreto Alcaldicio Exento N  494, de 03 de febrero°  

de  2016,  el  Municipio  de  Independencia  invalid  el  Decreto  Alcaldicioó  

Exento N  5248-2015.-°

3) Que, la empresa demandante recurri  de protecci n en contra deó ó  

la  Municipalidad  de  Independencia,  (N  Protecci n  12.132-2016)  por  la° ó  

invalidaci n del Decreto reci n mencionado, pronunci ndose la Corte poró é á  

acoger el recurso, dejando sin efecto el Decreto Alcaldicio Exento N  494,°  

de 3 de febrero de 2016, se alando para ello que el Municipio habr a usadoñ í  

la facultad prevista en el art culo 53 de la Ley 19.880 de manera ilegal yí  

arbitraria, al no considerar que sus efectos perjudicar an los intereses de uní  

administrado al que no puede imputarse jur dicamente responsabilidad porí  

las contravenciones normativas que justificaron la decisi n alcaldicia.ó

4) Que, el Municipio demandado recurri  de apelaci n del fallo antesó ó  

mencionado  para  ante  la  Excma.  Corte  Suprema,  pronunci ndose  estaá  

ltima  por  confirmar  el  fallo  en  cuanto  a  la  invalidaci n  del  decretoú ó  

Alcaldicio Exento N  494, con declaraci n que se retrotrae el procedimiento° ó  

administrativo  iniciado  para  el  solo  efecto  que  la  Municipalidad  de 

Independencia de estricto cumplimiento a lo dispuesto en el art culo 53 deí  

la Ley N  19.880.- (Causa Rol 22.230-2016).°
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5)  Mediante  Decreto  Alcaldicio  Exento  N  3630,  de  fecha  16  de°  

agosto de 2016, la Municipalidad de Independencia dio cumplimiento a la 

sentencia  de  la  Excma.  Corte  Suprema,  dejando  sin  efecto  el  decreto 

Alcaldicio Exento N  494, de 03 de febrero de 2016, citando, adem s a° á  

Audiencia del Art culo 53 de la Ley 19880 a la Empresa Grupo Cavalaí  

SpA. para el quinto d a h bil contado desde su notificaci n.í á ó

6) Que, mediante Ordinario N  22, de fecha 21 de septiembre de°  

2016, La Municipalidad de Independencia inform  a la Iltma. Corte deó  

Apelaciones de Santiago, las medidas adoptadas para dar cumplimiento a la 

sentencia dictada en los autos Rol Ingreso Corte N  12.132-2016, d ndose° á  

por cumplido lo ordenado por resoluci n de 23 de septiembre de 2016.ó

D cimo quinto: é Que en este punto del an lisis, valga recordar que laá  

pretensi n indemnizatoria de la actora se sustenta en  que a consecuenciaó  

de la invalidaci n del permiso de instalaci n publicitaria que inicialmente seó ó  

le  hab a  concedido  por  el  Municipio,  experiment  un  detrimentoí ó  

patrimonial,  pues  con  anterioridad  a  dicho  acto  administrativo  hab aí  

realizado gastos en la instalaci n y permisos. Asimismo, que a ra z de ello,ó í  

se vio impedida de ejecutar los  contratos  de publicidad ya suscritos con 

terceros.

D cimo sexto:  é Para una acertada resoluci n de la controversia deó  

marras, til resulta se alar que en el Cap tulo IV de la Ley 19.880, bajo elú ñ í  

t tulo de Revisi n de los Actos Administrativos , encontramos el art culoí “ ó ” í  

53 de dicha Ley, el que dispone “Invalidaci n. La autoridad administrativaó  

podr ,  de  oficio  o  a  petici n  de  parte,  invalidar  los  actos  contrarios  aá ó  

derecho, previa audiencia del interesado, siempre que lo haga dentro de los  

dos  a os  contados  desde  la  notificaci n  o  publicaci n  del  acto.  Lañ ó ó  

invalidaci n  de  un  acto  administrativo  podr  ser  total  o  parcial.  Laó á  

invalidaci n parcial no afectar  las disposiciones que sean independientes deó á  

la parte invalidada. El acto invalidatorio ser  siempre impugnable ante losá  

Tribunales de Justicia, en procedimiento breve y sumario.”

La  preceptiva  antes  anotada  resulta  determinante  al  momento  de 

analizar si  la  entidad demandada ha incurrido en un actuar que pueda 
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catalogarse  de  falta  de  servicio  en  los  t rminos  que  han  sido  definidosé  

precedentemente.

En  este  objetivo  til  resulta  recordar  que  si  bien  la  I.  Corte  deú  

Apelaciones de Santiago al conocer del recurso de protecci n impulsado poró  

la sociedad demandante, sostuvo que sin perjuicio de lo establecido en la 

preceptiva antes transcrita, habr a existido un actuar ilegal y arbitrario delí  

Municipio  al  invalidar  el  permiso  de  instalaci n  de  propaganda  queó  

inicialmente  se  le  concedi ,  pues  no correspond a que se imputara a laó í  

recurrente  los  yerros  y  omisiones  detectados  en  el  procedimiento 

administrativo  que  permiti  la  concesi n  de  dicho  permiso,  pues  a  laó ó  

empresa no le cab a responsabilidad en esas observaciones, lo cierto es queí  

dicha sentencia si bien fue confirmada por la Excma. Corte Suprema al 

conocer  del  recurso  de  apelaci n  presentado  por  el  Municipio,  dichaó  

confirmaci n recay  nicamente en la invalidaci n del Decreto Alcaldicioó ó ú ó  

N  494,  de  fecha  3  de  febrero  de  2016,  no  as  de  los  fundamentos° í  

esgrimidos en el fallo de protecci n recurrido, relativos al actuar ilegal yó  

arbitrario,  pues  todos  ellos  fueron  suprimidos  en  el  fallo  de  alzada.  En 

efecto, la invalidaci n del Decreto reci n mencionado, al contrario de loó é  

sostenido en el fallo de la Corte de Apelaciones, dio total aplicaci n a laó  

potestad de invalidaci n consagrada en el art culo 53 de la Ley 19.880, peroó í  

reconociendo que al ejercerse dicha potestad por el Municipio no se respetó 

el  procedimiento  consagrado  en  esa  norma,  pues  no  se  efectu  previaó  

audiencia del interesado.  Es as , como el fallo del M ximo Tribunal en suí á  

parte resolutiva dispone que Se confirma la sentencia apelada de uno de“  

abril de 2016, con declaraci n que se deja sin efecto el decreto Alcaldicioó  

N  494/2016 de 3 de febrero de 2016 y que se retrotrae el procedimiento°  

administrativo para el s lo efecto que la Municipalidad de Independenciaó  

de estricto cumplimiento a lo dispuesto en el  art culo 53 de la Ley Ní ° 

19.880.”

D cimo  s ptimo:  é é Que,  esta  sentenciadora  comparte  el  criterio 

adoptado por la Excma. Corte Suprema, en cuanto de reconocer la potestad 

invalidatoria que se entrega a los rganos de la administraci n con sujeci nó ó ó  

al procedimiento establecido en el art culo 53 tantas veces mencionado. í
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Es as , como de los hechos que han quedado asentados en estos autos,í  

se logra acreditar que el Municipio al dictar el acto revocatorio no cumplió 

con la obligaci n de fijar audiencia para o r al solicitante,  no obstante ello,ó í  

esa sola circunstancia no permite configurar una falta de servicio que se 

relacione con los perjuicios que son reclamados, toda vez que tal omisi n noó  

hace desaparecer la potestad que ten a el Municipio pata invalidar dichoí  

acto, ni los antecedentes que tuvo a la vista al momento de dictarlo  , pues 

es efectivo que se detectaron irregularidades por parte de la Direcci n deó  

Obras Municipales que significaron la paralizaci n de las faenas, conformeó  

da cuenta la Resoluci n N  12 de 2016, y que fueron ratificadas por eló °  

Depto. Jur dico Municipal mediante Memor ndum N  202 de 2016, ambosí á °  

documentos incorporados a los autos y no objetados por la contraria.

D cimo octavo: é Que, atendido lo relacionado en el motivo anterior, 

al no acreditarse uno de los supuestos de esta acci n, corresponde que staó é  

sea rechazada.

D cimo  noveno:  é Que,  las  restantes  alegaciones  que  no  fueron 

transcritas en lo precedente, sino sintetizadas, como adem s los elementosá  

de prueba que no fueron citados, en nada alteran las conclusiones a que se 

ha arribado precedentemente ni tienen la fuerza suficiente para destruirlas, 

por lo que no se realizar  su an lisis  pormenorizado, o bien por recaerá á  

sobre los perjuicios reclamados, que conforme lo que viene decidido resulta 

inoficioso revisar.

 Vig simo:é  Que, no se condenar  en costas a la demandante porá  

estimarse que tuvo motivos plausibles para litigar.

Por estas consideraciones y visto adem s lo dispuesto en los art culosá í  

144, 170,  254, 341 y siguientes, 384 del C digo de Procedimiento Civil;ó  

1698  y  siguientes  del  C digo  Civil,  art culo  53  de  la  Ley  19.880,  Leyó í  

16.895, se declara:

I.- En cuanto a la tacha.

(i) Que, se rechazan, sin costas,  las tachas deducidas en contra de los 

testigos  de  la  demandante,  V ctor  Ulises  Araya  Valenzuela,   Claudioí  

Armando Castro Droguett, y Rodolfo Vicente Poblete Gonz lez.á
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(ii) Que, se rechazan, sin costas, las tachas deducidas en contra de los 

testigos de la demandada,  Juan Alejandro Cofr  Pinto y Carlos Robertoé  

Ram rez Gonz lez.í á

I.- En cuanto al fondo.

(iii)  Que,  se  rechaza, sin costas, la demanda de indemnizaci n deó  

perjuicios opuesta por Grupo Cavala SpA. en contra de la Municipalidad de 

Independencia.

Reg strese, Notif quese y en su oportunidad Arch vese. í í í

Rol  C 78-2017

Dictada  por  Nancy  Torrealba  P rez,   Juez  Suplente  del  D cimoé é  

Tercer Juzgado Civil de Santiago.-

En Santiago, a treinta  de Agosto de dos mil diecinueve , se notific  por eló  

estado diario, la resoluci n precedente.ó
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de la
causa.
A contar del 07 de abril de 2019, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar dos
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		2019-08-30T15:50:19-0400




